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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, sobre aprobación del "Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de España", suscrito en Madrid, el 28 de enero de 1997.


_____________________________________________________________











HONORABLE SENADO:








	Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros respecto del proyecto de acuerdo -en segundo trámite constitucional, e iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República- individualizado en el rubro.





	Cabe destacar que las disposiciones del Convenio objeto del proyecto de acuerdo en informe inciden en materias relativas al ejercicio del derecho a la seguridad social, razón por la cual debe ser aprobado por la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad con lo establecido en el artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso tercero, de la Carta Fundamental.





	A la sesión en que se consideró este proyecto de acuerdo, asistieron el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social Subrogante, don Patricio Tombolini; la señora Coordinadora de la Oficina de Enlace de la Superintendencia de Seguridad Social, doña Georgina Vega, y la señora Ingeniero Analista de la Superintendencia de AFP, doña Claudia Farías.





	NOTA. Conforme a lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión, unánimemente, acordó proponer al Excelentísimo señor Presidente que el asunto -atendida su naturaleza- se discuta, en la Sala, en general y particular, a la vez.








----------








	S.E. el Presidente de la República, en el Mensaje con que dio inicio a la tramitación legislativa del proyecto de acuerdo en informe, señala que el actual Gobierno, siguiendo su invariable política de asegurar a los trabajadores migrantes el debido acceso a los sistemas previsionales, ha suscrito Convenios de Seguridad Social con diferentes naciones europeas y americanas. El presente, añade, se encuadra en el contexto de dicha política, siendo su finalidad primordial que los nacionales de las Partes Contratantes puedan beneficiarse de las cotizaciones que hubieren enterado en ambos países, producto de actividades laborales desarrolladas en el territorio de ambas Partes, manteniendo así la continuidad en su historia previsional, fundamento básico que permitirá, en definitiva, el goce de las prestaciones de seguridad social.





	El presente Convenio -precisa el Mensaje- viene en reemplazar el Convenio de Seguridad Social Hispano Chileno actualmente vigente, que fuera suscrito igualmente en Madrid, el 9 de marzo de 1977, ratificado por nuestro país mediante el decreto ley Nº 2.175, de 19 de abril de 1975, promulgado mediante decreto supremo Nº 400, de 8 de mayo de 1980, del Ministerio de Relaciones Exteriores y publicado en el Diario Oficial, el día 14 de julio de ese año.





	El advenimiento en Chile del nuevo Sistema de Pensiones, prosigue, consagrado en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, así como el establecimiento de un nuevo Régimen de Prestaciones de Salud, impulsaron a los Gobiernos de Chile y España a negociar un nuevo Convenio que regulara sus relaciones en el ámbito  de la Seguridad Social, de modo que, como se puede constatar, el presente Acuerdo no pretende innovar mayormente el Convenio actual, sino que, como se dijo, adecuar sus disposiciones a los referidos cambios experimentados en las respectivas legislaciones internas de ambos países.





	En lo fundamental, señala S.E. el Presidente de la República, el Convenio recoge los principios jurídicos de universal aceptación en materias de seguridad social, los que fundamentan este tipo de instrumentos internacionales y que dicen relación con la igualdad de trato entre las Partes Contratantes; el respeto de los derechos adquiridos; la conservación de los derechos en curso de adquisición, y la ayuda administrativa.





	Por otra parte, cabe destacar que Chile ha suscrito, últimamente, convenios similares con diversos países del mundo, entre ellos, Alemania, Argentina, Austria, Bélgica, Brasil, Canadá, Dinamarca, Finlandia, Holanda, Luxemburgo, Noruega, Suecia, Suiza y Uruguay.





	Por último, el Primer Mandatario expresa que el texto del Tratado constituye un cuerpo armónico y cohesionado, orientado fundamentalmente a garantizar la protección de los derechos de orden previsional y de salud, reconocidos por la legislación de ambas Partes Contratantes.








----------








	En el seno de vuestra Comisión, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social Subrogante reiteró los fundamentos contenidos en el Mensaje, respondió diversas consultas de los miembros de la Comisión y subrayó que el Convenio beneficiará a cerca de 21.000 chilenos.








----------








	El instrumento internacional sobre el que recae el proyecto de acuerdo en informe consta de 45 artículos, divididos en cuatro Títulos, el contenido fundamental de los cuales os reseñaremos a continuación.





Título I





	Este Título se denomina "Disposiciones Generales" y establece, en su artículo 1, el significado común que en el contexto del Convenio deberá otorgársele a determinados términos, como lo son: "Partes Contratantes"; "Territorio"; "Legislación"; "Autoridad Competente"; "Institución"; "Institución Competente"; "Organismo de Enlace"; "Trabajador"; "Familiar beneficiario"; "Período de Seguro"; "Prestaciones Económicas", y "Asistencia Sanitaria".





	Los artículos 2 y 3, por su parte, determinan el campo de aplicación objetivo y subjetivo del Convenio, delimitando el marco jurídico que cada una de las Partes Contratantes deberá utilizar en el otorgamiento de los derechos previsionales de que se trate, como, asimismo, los sujetos destinatarios de ellos.





	En el caso de Chile, el Convenio se aplicará a la legislación de Seguridad Social que se refiere a asistencia sanitaria en casos de maternidad, enfermedad común y accidente no laboral, comprendidos en el sistema público de salud; prestaciones económicas por incapacidad laboral transitoria derivada de maternidad, enfermedad común o accidente no laboral, comprendidas en el sistema público de salud; asistencia sanitaria y prestaciones económicas derivadas de accidente del trabajo y enfermedad profesional; prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivencia, establecidas en el Nuevo Sistema de Pensiones, basado en la capitalización individual y en los regímenes administrados por el Instituto de Normalización Previsional; prestaciones familiares, y prestaciones por desempleo.





	Con respecto a España, se aplicará a la legislación relativa a las prestaciones de su sistema de seguridad social en lo referido a asistencia sanitaria en los casos de maternidad, enfermedad común o profesional y accidente, sea o no del trabajo; prestaciones económicas por incapacidad temporal por enfermedad común o accidente no laboral y por maternidad; prestaciones de invalidez, vejez, muerte y supervivencia; prestaciones de protección familiar; prestaciones económicas derivadas de accidente del trabajo y enfermedad profesional, y prestaciones por desempleo.





	El Convenio se aplicará igualmente a la legislación que en el futuro complemente o modifique la detallada anteriormente.





	En cuanto a las personas sujetas al Tratado, éste se aplicará a los nacionales de las Partes Contratantes que estén o hayan estado sometidos a la legislación de una de ellas o de ambas y a sus familiares beneficiarios.





	El artículo 4 establece el Principio de igualdad de trato, en cuanto al goce uniforme de los beneficios legales en el territorio de cada una de las Partes Contratantes.  Así, los nacionales de una de las Partes que ejerzan una actividad laboral en el territorio de la Otra, estarán sometidos y se beneficiarán de la legislación de ésta, en las mismas condiciones que sus nacionales.





	El artículo 5, en tanto, regula la conservación de los derechos adquiridos y el pago de prestaciones en el extranjero.  La norma reviste gran interés, en tanto garantiza a los nacionales chilenos que hayan obtenido prestaciones económicas en el territorio del Reino de España, con arreglo a sus disposiciones internas, mantener el derecho a su goce, sin reducciones, modificaciones, suspensiones o retenciones, no obstante trasladar su residencia a nuestro país, las que, además, se harán efectivas en este lugar.





	Agrega que las prestaciones reconocidas en base al Convenio a beneficiarios que residan en un tercer país, se harán efectivas en las mismas condiciones y extensión que a los propios nacionales que residan en dicho país.








Título II





	Contempla las disposiciones sobre la legislación aplicable.





	El artículo 6 contiene la norma general en la materia, estableciendo que los trabajadores regidos por el Tratado se sujetarán exclusivamente a la legislación de la Parte en cuyo territorio ejerzan una determinada actividad laboral.





	A su turno, el artículo 7 contempla disposiciones especiales y de excepción sobre el particular, entre otras, respecto de los trabajadores desplazados; del personal itinerante al servicio de empresas de transporte aéreo que desempeñe su actividad en el territorio de ambas Partes; del trabajador que ejerza su actividad abordo de un buque de una de las Partes; de los trabajadores empleados en trabajos de carga, descarga, reparación de buques, y servicios de vigilancia en el puerto; de los miembros de misiones diplomáticas o consulares; de los funcionarios públicos de una Parte -distintos de los recién mencionados- que se hallen destinados en el territorio de la Otra, y de las personas enviadas por una Parte en misiones de cooperación a la Otra.





	Finalmente, se faculta a las Autoridades Competentes de ambas Partes Contratantes para establecer, de común acuerdo, modificaciones a las disposiciones del artículo 7, en interés de determinados trabajadores o categorías de ellos.








Título III





	Trata, en cinco capítulos, las disposiciones relativas a las prestaciones que proceden, estableciendo la normativa de fondo concerniente a la concesión de los distintos beneficios de seguridad social y de salud que conforme a este Tratado se otorgarán a los beneficiados con sus normas.





	El Capítulo 1 se refiere a las prestaciones derivadas de enfermedad, accidente o maternidad; el Capítulo 2 dice relación con los beneficios que proceden de invalidez, vejez y sobrevivencia; el Capítulo 3 aborda las prestaciones por accidentes del trabajo y enfermedad profesional; el Capítulo 4 trata de las prestaciones familiares, y el Capítulo 5 se ocupa de las prestaciones por desempleo.





	En el Capítulo 1, en su artículo 8, se permite la totalización de períodos de seguro, lo que significa que cuando la ley de una Parte subordine la adquisición, conservación o recuperación del derecho a las correspondientes prestaciones al cumplimiento de determinados períodos de seguro, los verificados con arreglo a la legislación de la otra Parte se entenderán como cumplidos con arreglo a la propia, siempre que no haya superposición de períodos.  Por su lado, el artículo 9 trata de las prestaciones de asistencia sanitaria en caso de encontrarse el trabajador o sus familiares en el territorio de la otra Parte Contratante, mientras que el artículo 10 aborda las prestaciones de asistencia sanitaria en los casos detallados a propósito del artículo 7.  El artículo 11, a su vez, trata las prestaciones sanitarias para familiares que residan en la Parte distinta a la de aseguramiento, en tanto el artículo 12 analiza la asistencia sanitaria en casos de estadía y residencia de titulares de pensión en el lugar que se indica y el artículo 13 se ocupa del reintegro de los gastos de asistencia sanitaria.





	El artículo 14 trata de la concesión de prótesis y grandes aparatos, así como del tratamiento de rehabilitación, ocupándose a su turno el artículo 15, de las prestaciones económicas por enfermedad, accidente o maternidad.





	El Capítulo 2 -relativo a las prestaciones por invalidez, vejez y sobrevivencia-, en su Sección 1, contiene una serie de disposiciones comunes que, entre otras cosas, se ocupan de la determinación y liquidación de las pensiones; detallan las normas aplicables para la totalización de períodos, y se refieren a la determinación de la incapacidad a efectos del otorgamiento de las correspondientes prestaciones de invalidez.





	Las Secciones 2 y 3 contienen, respectivamente, los requisitos, formalidades y exigencias para la concesión de las prestaciones a que se alude, según la legislación española y chilena.





	El Capítulo 3, como se dijo, detalla las prestaciones que procederán como efecto de los accidentes del trabajo y de enfermedad profesional.





	Finalmente, los Capítulos 4 y 5 se ocupan, respectivamente, como se advirtió, del tema de las prestaciones familiares y de aquellas que proceden en caso de desempleo.








Título IV





	Establece, en tres Capítulos, las disposiciones diversas, transitorias y finales del Acuerdo.  El primero, dentro de las disposiciones diversas, autoriza la totalización de períodos de seguro para la admisión al seguro voluntario; se refiere a la revalorización de las prestaciones; determina los efectos de la presentación de documentos; se ocupa de la ayuda administrativa entre instituciones de ambas Partes Contratantes; establece beneficios de exenciones en actos y documentos administrativos; analiza las modalidades y garantía del pago de las prestaciones; detalla las atribuciones de las Autoridades Competentes, fundamentalmente destinadas a hacer aplicables las normas del Convenio, y regula el mecanismo de solución de controversias.  Respecto de esta última materia, el artículo 40 dispone que ellas se resolverán por las Autoridades Competentes -el Ministerio del Trabajo y Previsión Social en el caso de Chile-, y si éstas no pudieran ser resueltas en el plazo de seis meses, deberán ser sometidas a una comisión arbitral, cuya composición y procedimiento serán fijados de común acuerdo por las Partes, siendo la decisión de dicha comisión obligatoria y definitiva.





	El Capítulo 2, sobre disposiciones transitorias, en su artículo 41 establece, en lo principal, que los períodos de seguro cumplidos de acuerdo con la legislación de cada una de las Partes antes de la vigencia de este Convenio, serán tomados en consideración para la determinación del derecho a las prestaciones que se reconozcan en virtud del mismo.  Por su parte, el artículo 42 señala, en lo fundamental, que la aplicación de este Convenio otorgará derecho a prestaciones por contingencias acaecidas con anterioridad a la fecha de su entrada en vigor.  Sin embargo, agrega, el abono de las mismas no se efectuará, en ningún caso, por períodos anteriores a la entrada en vigor del Tratado.





	Finalmente, el Capítulo 3, encargado de las disposiciones finales, prescribe en su artículo 43, que el presente Convenio se establece por tiempo indefinido, pudiendo ser denunciado por cualquiera de las Partes.  Agrega que en caso de terminación, y no obstante las disposiciones restrictivas que la otra Parte pueda prever para los casos de residencia en el extranjero de un beneficiario, las disposiciones del presente Convenio serán aplicables a los derechos adquiridos al amparo del mismo.  Añade, por último esta norma, que las Partes acordarán las disposiciones que garanticen los derechos en curso de adquisición derivados de los períodos de seguro cumplidos con anterioridad a la fecha de terminación del Acuerdo.





	El artículo 44, a su turno, preceptúa que el Convenio de Seguridad Social entre España y Chile, de 9 de marzo de 1977, dejará de tener efecto a partir de la entrada en vigor del presente Convenio, el cual garantiza los derechos adquiridos al amparo del citado Tratado.





	Por último, el artículo 45 establece que este Acuerdo entrará en vigor un mes después de que ambas Partes se hayan intercambiado, por vía diplomática, notificaciones de que han finalizado las formalidades constitucionales o legales necesarias para su entrada en vigor.








--------








	Vuestra Comisión, una vez analizadas todas y cada una de las normas del Acuerdo en informe, y considerando que significará un beneficio de gran importancia para los trabajadores migrantes de ambas naciones, acogió la iniciativa que tuvísteis a bien encomendar a su estudio, en general y particular.





	En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros, por la unanimidad de sus miembros presentes, HH. Senadores señores Alessandri, Mc Intyre, Pérez Walker y Valdés, que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.








---------








	Acordado en sesión de fecha 14 de enero de 1998, con asistencia de los Honorables Senadores señores Gabriel Valdés Subercaseaux (Presidente), Arturo Alessandri Besa, Ronald Mc Intyre Mendoza e Ignacio Pérez Walker.





	Sala de la Comisión, a 15 de enero de 1998.





























	SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


	       Secretario
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II.	MATERIA:  Proyecto de acuerdo sobre aprobación del "Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de España", suscrito en Madrid, el 28 de enero de 1997.








III.	ORIGEN:  Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
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V.	APROBACION POR LA CAMARA DE DIPUTADOS: Unánime.








VI.	INICIO TRAMITACION EN EL SENADO: 13 de enero de 1998.








VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO:  Primer informe.








VIII.	URGENCIA: No tiene.








IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: -----








X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO:  Artículo único por el cual se propone la aprobación del Convenio.








XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISION:  Beneficiar a los nacionales de los Estados Partes, en cuanto a mantener la continuidad en su historia previsional, haciendo valederas las cotizaciones efectuadas en ambos países.








XII.	NORMAS DE QUORUM ESPECIAL: Las disposiciones del Convenio objeto del proyecto de acuerdo en informe inciden en materias relativas al ejercicio del derecho a la seguridad social, razón por la cual debe ser aprobado por la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, de conformidad con lo establecido en el artículo 19, Nº 18º, de la Constitución Política, en relación con el artículo 63, inciso tercero, de la Carta Fundamental.








XIII.	ACUERDOS:  Aprobado por unanimidad. (4-0).








	Valparaíso, 15 de enero de 1998.























			SERGIO SEPULVEDA GUMUCIO


			       Secretario
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